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ASUNTO:
Se procede a resolver lo concerniente a la impugnación interpuesta por la Dra. NORA ALEJANDRA MUÑOZ BARRIOS, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICETEX, entidad accionada en el presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira el 17 de mayo del año que avanza, mediante la cual tuteló el derecho fundamental a la educación invocado por la joven ANGIE LÓPEZ BUITRAGO.
ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que desde el año 2015 fue beneficiada por el programa “SER PILO PAGA”, otorgado por el Gobierno Nacional, y con ocasión del mismo, eligió estudiar la carrera de ingeniería civil en la Universidad EAFIT de Medellín, teniendo en cuenta que la Universidad Libre de Pereira, donde viven sus padres, no se encontraba vinculada con dicho programa. Allí cursó sus estudios académicos hasta el sexto semestre, pero por dificultades económicas, se vio obligada a cancelar el séptimo y regresar a la ciudad.

En la actualidad, la Universidad Libre de Pereira ofrece la carrera académica de ingeniería civil, y además, se encuentra vinculada con “SER PILO PAGA”, razón por la cual, mediante derecho de petición instaurado ante el ICETEX, pidió que se le autorizara el cambio de universidad, pero recibió una respuesta desfavorable por parte de esa entidad, bajo el argumento de que en el reglamento del programa no se encuentran autorizados los traslados.   
PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se protejan los derechos fundamentales a la vida y a la educación, y en consecuencia, se ordene al Ministerio de Educación –ICETEX- que en el término de 48 horas autorice su traslado desde la Universidad EAFIT de Medellín a la Universidad Libre de Pereira, con el fin de poder cursando su carrera universitaria en esta ciudad.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
1. Admisión: 

El Despacho de primer nivel admitió la actuación el día 3 de mayo del año que transcurre, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al ICETEX para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 

2. Respuestas de los accionados: 

Durante el trámite de primera instancia se recepcionaron los siguientes pronunciamientos:  

Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICETEX, Dra. Nora Alejandra Muñoz Barrios: en lo relacionado con el caso puntual, informó que la joven Angie López Buitrago es beneficiaria del programa “SER PILO PAGA”, y con ocasión de ello, adelanta sus estudios en la Universidad EAFIT de Medellín. Para ello, se le han realizado por parte de esa entidad siete giros, tanto por el concepto de matrícula, como por el de subsidio de sostenimiento.  
Sin embargo, en lo concerniente a las pretensiones invocadas por la accionante, explicó que de conformidad con el reglamento operativo del programa, resulta inviable su traslado de universidad, toda vez que en éste se estipula que el cambio se debe realizar durante los primeros cuatro semestres del programa inicial, requisito que no cumple la joven Angie López Buitrago, quien se encuentra ya cursando el séptimo semestre académico. 
Por lo tanto, aseguró la encartada que su actuar ha estado regido por el reglamento interno de la entidad, y en ese orden de ideas, no puede endilgársele ninguna acción u omisión transgresora de los derechos de la señorita López Buitrago, acorde con lo cual, piensa que debería declararse improcedente la querella de amparo reclamada. 
3. Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento resolvió mediante fallo del 17 de mayo de 2018, tutelar el derecho fundamental a la educación de la joven Angie López Buitrago, pues considera que el requisito exigido por el ICETEX para otorgar el traslado de los beneficiarios del programa “SER PILO PAGA” de una universidad a otra, es contrario a la Constitución, y por esa razón, aseguró el A Quo, hay lugar a aplicar la excepción de inconstitucionalidad de que trata el artículo 4º Ibídem, pues le parece que no existe ninguna razón válida para que sólo se le brinde a los estudiantes la posibilidad de trasladarse hasta el cuarto semestre y no después. 

Además, expuso el Cognoscente que la libelista se encuentra en incapacidad económica para continuar con sus estudios superiores en la universidad de Medellín, condición a la cual le dio plena credibilidad, pues de otra manera no habría resultado beneficiada con el programa.  
De igual forma, le pareció creíble al Despacho que para el momento en que inició sus estudios la accionante, no se encontraba acreditada la Universidad Libre Seccional Pereira para pertenecer al programa “SER PILO PAGA”, situación que a la hora de ahora ha variado, y por lo tanto debe concederse el cambio de universidad.  
Finalmente, resaltó que a pesar de existir otro mecanismo de defensa judicial ante la jurisdicción contencioso administrativa, es admisible la tutela para evitar un perjuicio irremediable, porque de no ser así, se podría perder el derecho a recibir el auxilio educativo al que tiene derecho la señorita López Buitrago.  
4. Impugnación: 

Una vez enterada de la decisión de instancia, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICETEX, Dra. Nora Alejandra Muñoz Barrios, presentó escrito de impugnación, mediante el cual reiteró los argumentos expuestos en su escrito inicial. 
CONSIDERACIONES:
1. Competencia: 

Esta Sala se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Es del caso establecer si la decisión impugnada fue acertada al conceder el amparo constitucional deprecado por la joven Angie López Buitrago en contra del ICETEX, o si le asiste razón a la entidad impugnante al asegurar que la misma debió ser declarada improcedente por ausencia de vulneración a los derechos fundamentales reclamados. 

3. Solución: 

Sería del caso entrar a resolver de fondo el problema jurídico planteado en el acápite anterior, si no fuera porque en el presente asunto nos encontramos ante un error procedimental insaneable que conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado en primera instancia, como pasa a explicarse:
De conformidad con lo dicho por Angie López Buitrago, se tiene que desde hace algún tiempo resultó beneficiada con el programa “SER PILO PAGA”, otorgado por el Gobierno Nacional, beneficio que le permitió iniciar su carrera académica de ingeniería civil en la Universidad EAFIT de Medellín, pues al parecer, en ese entonces no se encontraba la posibilidad de adelantar dichos estudios en la Universidad Libre de esta ciudad, por no encontrarse vinculada en ese entonces con dicho programa. 
Según la información obrante en el expediente, Angie ha culminado seis semestres de su carrera en la mencionada institución, pero ahora ha contemplado la posibilidad de trasladarse a la Universidad Libre, con sede en Pereira, dado que ya hace parte del programa “SER PILO PAGA”, situación que le favorece porque, según indica, no cuenta con las condiciones económicas para subsistir en una ciudad distinta a esta, en la cual residen sus padres. 
A pesar de lo anterior, el ICETEX, Instituto que administra los recursos para la entrega del subsidio del cual ella goza, le ha impedido cambiarse de universidad, toda vez que según el reglamento interno que maneja la entidad, es necesario que para solicitar el traslado, el “nuevo programa no exceda el 20% del valor del programa inicial; y el cambio se debe realizar dentro de los primeros cuatro semestres del programa inicial…”
.   
Así las cosas, la Sala es del criterio de que al presente asunto debieron vincularse las dos instituciones educativas involucradas en los dichos de la accionante, o sea, la Universidad EAFIT de Medellín y la Universidad Libre de Pereira, no sólo para esclarecer entre una y otra lo relacionado con el valor del programa académico que brinda cada una, ello teniendo en cuenta los requisitos internos del ICETEX citados previamente, sino también para poder establecer sin lugar a dudas, si efectivamente para el momento en que inició sus estudios la señorita Angie López Buitrago, no contaba con la posibilidad de realizarlos en la Universidad Libre por no encontrarse acreditada la carrera de ingeniería civil entre los reconocidos por el programa “SER PILO PAGA”, y por último, determinar si la accionante ha instaurado ante esta última alguna solicitud de inscripción o admisión en la facultad de ingeniería civil para trasladarse de universidad y darle continuidad a sus estudios, pues es claro que no basta con la autorización que eventualmente pudiera dar el ICETEX en ese sentido, sino que deben tenerse en cuenta los requisitos de admisión exigibles por la institución.     

En conclusión, esta Corporación es del criterio que la participación de ambas universidades para resolver esta controversia es imprescindible para aclarar sin elucubraciones los dichos de la accionante y poder efectuar un estudio de fondo respecto a su solicitud de amparo, pues de lo contrario, no se tendrían herramientas para proferir una decisión proteccionista de los derechos fundamentales de la accionante, cuando se encuentra pendiente la participación de otros terceros con interés legítimo, con lo cual no sólo se garantizaría el respeto al debido proceso, sino que ampliaría el panorama para tomar decisiones ajustadas al derecho. 

En ese orden de ideas, debe decirse que el numeral 8º del Artículo 133 del Código General del Proceso, aplicable por remisión normativa que hace el artículo 2.2.3.1.1.3  del Decreto 1069 de 2015, señala que una de las causales de nulidad del proceso es: “Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.”

Así mismo, ha dicho la Corte Constitucional al respecto que: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.

 

En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 

4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.

 

5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.

 

6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 17 de mayo del año avante, con el fin de que allí se rehagan las actuaciones, de conformidad con los parámetros hasta ahora decantados.

Como anotación final, debe aclarar esta Magistratura que, si bien el proyecto inicial del presente asunto fue puesto en conocimiento de los demás miembros que conforman la Sala Séptima de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes, para su respectiva aprobación, dichos Homólogos son del criterio consistente en que este tipo de decisiones, por medio de las cuales se decreta la nulidad de lo actuado durante el trámite de primera instancia por irregularidades procesales, deben ser tomadas en Sala Unitaria, de conformidad con los parámetros del Código General del Proceso.    

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria de Decisión Penal para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira el 17 de mayo de 2018, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente decisión. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen, para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

� Reglamento Operativo del Programa Ser Pilo Paga 1, artículo 17.


� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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